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    INTRODUCCIÓN




    La Administración Pública, como brazo accionante del Estado, para el cumplimento de sus funciones ha sido provista por una estructura organizativa, mediante la cual distribuye competencia y jerarquía que faciliten el ejercicio de facultades que se complementan de manera armoniosa. En ese sentido, los principios de unidad, lealtad institucional, coordinación y subordinación jerárquica son la columna vertebral de la relación a lo interno de la administración para garantizar la unidad de criterio, la autotutela y autocontrol de los actos.




    Sin embargo, en la República Dominicana se ha presentado un fenómeno de desconocimiento de decisiones en revisión jerárquica de la Dirección General de Contrataciones Públicas, órgano desconcentrado, dependiente jerárquicamente del Ministerio de Hacienda, pero con facultad expresa otorgada por el legislador, a través de la Ley núm.340-06, para conocer en apelación los recursos que se surjan de los procesos de compras y contrataciones del Estado dominicano.




    Es esa facultad que pone a la Dirección General de Contrataciones Públicas en posición de tutelar administrativamente las decisiones de otros órganos con mayor jerarquía que la otorgada por el legislador, lo que ha sido cuestionado por el Ministerio de Educación, órgano que corresponde al mismo Poder Ejecutivo, el cual ha recurrido al Tribunal Superior Administrativo para desconocer decisiones de impugnación de actos de adjudicación que han sido adoptadas ejerciendo el control jerárquico que en razón de su especialización el legislador le ha otorgado.




    El Ministerio de Educación ha ido más lejos y ha solicitado la adopción de medidas cautelares para evitar la ejecución de los actos dictados por la Dirección General de Contrataciones Públicas, lo que ha sido concedido por el Juez presidente de una de las Salas del Tribunal Contencioso Administrativo y Tributario.




    En esta investigación se procura a través de Métodos Teóricos de Análisis y de Deducción y Empírico de Análisis documental, analizar el alcance del principio de Unidad de la Administración sobre las competencias y facultades administrativa de sus entes y órganos, con miras a reflexionar sobre el impacto que provocaría en la organización del Estado dominicano el desconocimiento de las decisiones jerárquicas por miembros de la misma administración.




    Para esos fines, esta investigación se ha dividido en tres capitulo sustantivos que abarca en un primer lugar los elementos esenciales de la organización de la Administración de acuerdo con la técnica que se utilice, sea de desconcentración o descentralización, los principios que rigen las relaciones inter- orgánica y los límites de la competencia.




    A continuación, se analizan las características de los actos administrativos desde la perspectiva de varios doctrinarios, legislaciones y jurisprudencia, haciendo énfasis en las facultades y recursos para la autotutela y autocontrol de estos y la proporcionalidad que debe limitar tanto la tutela en sede administrativa como judicial.




    Como último tema sustantivo, se analiza el impacto de las competencias de la Dirección General de Contrataciones Pública en la estructura organizativa del Estado Dominicano. En ese sentido, se examina la capacidad de un órgano de requerir tutela judicial ante acto de otro órgano con el que comparte personalidad jurídica y como una acción de esta naturaleza pudiera comprometer la responsabilidad patrimonial del Estado ante terceros que han sido favorecidos con actos que la misma administración que lo emite lo cuestiona y su impacto ante el principio de certeza jurídica.




    Finalmente, presentamos conclusiones y recomendaciones que desde la perspectiva de la investigadora podrían aportar a la discusión para evitar que acciones aisladas de funcionarios que en representación de órganos pudieran llevar al Estado autolesionar sus finanzas en perjuicio del interés general, así como elementos que pudiera promover mayor coordinación tanto a lo interno del Poder Ejecutivo, como en las relaciones con organismos que correspondan a otros poderes, pero cuyo ejercicio excesivo de su competencia podría impactar de forma negativa el funcionamiento de la Administración Pública.


  




  

    Capitulo I Aspectos Metodológicos




    1. Planteamiento del Problema





    Durante los años 2020-2021 la Dirección General de Contrataciones Públicas ha emitido varios actos administrativos anulando procesos de licitación llevados a cabo por el Ministerio de Educación, que han sido interpuesto por oferentes, conforme lo dispuesto en la Ley 340-06. En respuesta a esas decisiones, el Ministerio de Educación ha incoado ante el Tribunal Superior Administrativo recursos contenciosos en contra de esas resoluciones, lo que podría acarrear el establecimiento de sanciones, incluso económicas en contra de entidades del mismo Estado.




    1.1 Origen del Problema





    No obstante, la aparente claridad establecida en la legislación hemos observado el inicio de una corriente de que los entes estatales sometan recursos contra las decisiones adoptadas por sus homólogos ante los tribunales, por lo que surge la inquietud de ¿En cuáles circunstancias tendría el Ministerio de Educación o cualquier otro entre de la Administración Pública facultad para accionar en contra de un acto administrativo dictado por otro ente de la misma Administración? ¿Cuál sería el impacto en la estructura organizativa del desconocimiento de facultades jerárquicas otorgadas por la ley? ¿existen vías jurisdiccionales para el cuestionamiento de decisiones.




    1.1.1 Descripción del Problema




    Esta investigación pretende analizar el alcance del principio de unidad, la posibilidad de que los tribunales controlen la legalidad de la administración ante sí misma y cómo esto incide en la separación de los poderes del Estado, cómo podría vulnerar el principio de coordinación que establece la Constitución de la República Dominicana y el principio de lealtad institucional.




    1.1.2 Interrogantes Claves




    Si bien existe en la Administración Pública una pluralidad funciones y competencias que podrían producir contradicciones, con el riesgo de producirse pérdidas económicas, así como de esfuerzo por el solapamiento, la Administración Pública es la suma de todos sus entes y órganos, surgen las interrogantes:




    1. ¿Cuáles son las consecuencias jurídicas de los principios de unidad y coordinación en la estructura organizativa del Estado?




    2. ¿Cuáles vías administrativas o jurisdiccionales prevén el ordenamiento jurídico dominicano en contra los recursos jerárquicos o de alzada que pudieran ser interpuesto por los entes u órganos de la Administración Pública?




    3. ¿En cuál circunstancia corresponde al Tribunal Superior Administrativo conocer recursos en contra de actos administrativos?




    4. ¿A qué instancia le correspondería conocer un conflicto de competencia y en qué circunstancia?




    5. ¿En qué circunstancia correspondería a los tribunales tutelar los derechos de la administración en su propio provecho y cuál sería impacto en términos de separación de poderes?




    1.2 Justificación de la Investigación





    El artículo 138 de la Constitución Dominicana los principios de la Administración Pública, entre los que resaltan los de coordinación, jarquía, con sometimiento pleno al ordenamiento jurídico. De esto se desprende que al momento de actuar cualquier funcionario de la Administración Pública debe regirse por los mismos, so pena de que sus actuaciones puedan ser tuteladas ante los tribunales. En ese sentido, esta investigación analizará si la interposición de recursos contra decisiones de la administración por entes que la componen podría violentar algunos de estos principios.




    De igual modo, se evaluarán los métodos de contrataciones públicas, procedimientos y recursos establecidos por la Ley la Ley No.340-06, por la Ley No.449-06, con especial énfasis en los aspectos relacionados con los recursos que pueden ser incoados por los oferentes o interesados y la función que la misma legislación le asigna a la Dirección General de Contrataciones Públicas.




    Asimismo, es necesario analizar los recursos tanto administrativos como ante jurisdicción contenciosa, para esos fines es necesario evaluar las disposiciones de la Ley No.13-07 que crea el Tribunal Contencioso Tributario.




    De igual modo, está investigación se centrará en el análisis de los principios y procedimientos administrativos que establece la Ley No.107-13.




    Adicionalmente, se evaluará los procedimientos y recursos a que tendrían acceso tanto los administrados en sus relaciones con los administrados, establecidos en la Ley No.107-13, así como, la Ley No.247-12, la cual establece las características de los entes y órganos de la administración y las atribuciones que conforme a las mismas poseen.




    1.2.1 Importancia y Relevancia




    La relevancia del tema bajo investigación radica en cómo el fenómeno que venimos observando de que los mismos entes del gobierno central cuestionen las decisiones de los superiores jerárquicos podría impactar en el adecuado funcionamiento del Estado y en el equilibrio de la independencia de poderes, si el Poder Judicial tutelara los actos de la administración desconociendo la autotutela de los actos de la administración pública, a través de su autocontrol o capacidad de modificación o derogación de sus propios actos.




    1.2.2 Novedad y Aporte




    Esta es una situación suigéneris que no tiene precedente en la República Dominicana y sólo han existido cuestionamientos similares en el sistema español debido a la relación del gobierno con las comunidades autónomas, por lo que los resultados de la misma podrían resultar relevantes para la doctrina dominicana y de Latinoamérica.




    1.2.3 Motivos Personales




    El equilibrio entre en el ejercicio de las competencias de los poderes que interactúan en el Estado es de trascendental importancia para la investigadora, por lo que cualquier elemento que pudiera significar un riesgo para el mismo creemos que deben ser investigados, con el objetivo de ofrecer recomendaciones o alternativas que garanticen la correcta interacción entre los órganos y entes de la Administración, sin que el Estado o la ciudadanía pudiera ser lesionados.




    1.3 Tipo de Investigación





    Esta investigación tiene como objetivo a partir del análisis de la composición del Estado, deducir si una entidad gubernamental podría tener capacidad para cuestionar decisiones de otra a la que la ley le otorga mayor jerarquía para un tema en específico y cuáles podrían ser las implicaciones para la estructura del Estado, por lo que conforme al conocimiento que se espera adquirir se está frente a una, conforme al alcance la misma corresponde a una investigación explicativa, que procura a partir del análisis de los documentos, estudios anteriores y jurisprudencia reflexionar sobre este fenómeno jurídico, ese sentido, según la finalidad esta es una investigación aplicada.




    Asimismo, según fuente de datos es una investigación documental, ya que sus resultados estarán fundamentados en el análisis de documentos contentivos de teorías, doctrinas, normativas y jurisprudencia y según el enfoque la presente investigación es cualitativa.




    1.4 Objetivos de la Investigación




    1.4.1 Objetivo General




    Analizar el alcance del principio de Unidad de la Administración sobre las competencias y facultades administrativa de sus entes, con miras a reflexionar sobre el impacto que provocaría en la organización del Estado dominicano el desconocimiento de las decisiones jerárquicas por miembros de la misma administración, analizar el comportamiento de la jurisprudencia, con miras a hacer recomendaciones sobre mejoras administrativas y legales que permitan mayor coordinación entre sus entes.




    1.4.2 Objetivos Específicos




    1. Analizar el principio unidad de la Administración Pública y sus consecuencias en la estructuración del Estado, con miras a delimitar las jerarquías que otorga la ley, conforme su ámbito de competencia, así como reflexionar sobre la competencia de tutela de los tribunales dominicanos.




    2. Analizar las prerrogativas otorgadas a los entes para accionar en representación del Estado dominicano y sus limitaciones.




    3. Realizar un análisis del impacto en la dinámica del gobierno de un posible fallo en desconocimiento de la jerarquía de la Dirección de Contrataciones Pública para imponer decisiones en esta materia.




    1.5 Marco Teórico y Conceptual




    1.5.1 Marco Teórico




    En una investigación publicada en España, denominada Coordinación Administrativa como Concepto Jurídico Sánchez Morón (1992), concluye que es innegable la coordinación que debe existir en cualquier administración o grupo humano que tenga un propósito común y con mayor razón en la Administración Pública de un país con una estructura tan desigual como la española en la que existe territorios autónomos con características de independencia similar en algunos aspectos a Estados. (p. 11)




    No obstante, esa necesaria coordinación no todos la conciben como un principio en que se debe fundamentar las relaciones a lo interno de la Administración Pública, en ese sentido, Sánchez (1992) afirma lo siguiente:




    Hay, así, quien concibe la coordinación como un resultado de la acción administrativa, o como un método de actuación inherente a las Administraciones públicas. Hay quien la define como un principio general del Derecho y quien se inclina por considerarla como un tipo de potestad o de competencia. (12)




    Desde la perspectiva de la investigadora, este es un principio general del Derecho que procura que las actuaciones de la Administración sean coherentes y reducir las dualidades en las funciones y el desperdicio de tiempo y recurso en la consecución de objetivos similares.




    De igual modo, se dificulta diferenciar este principio y conceptos generalmente utilizados con similar connotación, como jerarquía, dirección, control, cooperación... Menos aún para determinar en numerosos casos límite sin una precisión normativa, una actuación o una medida concreta responde a una u otra de esas fórmulas organizativas sintéticas. (Sánchez Morón 1992, p. 11)




    Entre sus hallazgos sugiere la utilización de las técnicas de cooperación más usuales, tales los convenios de colaboración. Sánchez (1992). Técnica frecuentemente utilizada, pero que a juicio del investigadora deja de lado el deber jurídico de la administración de actuar como un solo cuerpo, toda vez que su rol es la administración del Estado, que es un ente único, aunque posea distintos ente u órganos para cumplir con sus objetivos. (p. 30)




    En otro estudio presentado también en España, González (2008), denominado la Lealtad Institucional como Principio de Relaciones entre las Administraciones Pública, el autor afirma que el principio de Lealtad Institucional es un elemento que trae cierta flexibilidad a otros concebidos en la Constitución como son los de unidad, jerarquía y solidaridad (p. 248)




    Gonzalez (2008), al analizar decisiones de tribunales de comunidad autónomas de España de declarar inconstitucionalidad de un Decreto que estableció medidas contra el tabaquismo, lo que provocó que el Gobierno español interpusiera varios recursos ante el Tribunal Superior Administrativo en procura de que se respetara el derecho de imponer medidas de protección de los intereses de la población y el deber de respeto del principio de lealtad institucional, concluye que a lo interno del Estado es necesario asegurar mecanismos que garanticen límites a la competencia de cada uno de sus componentes para garantizar la coherencia de sus actores. (p. 249)




    Si bien la investigadora coincide con el escritor en que lealtad institucional puede invitar más a la conciliación, cuando está en juego el interés general o cuando se está frente a un conflicto entre entes que pertenecen al mismo poder del Estado, es indispensable que se asemeje el Estado como una sola instancia o persona jurídica, en especial cuando se trata de control o autotutela.




    No obstante, en el mismo estudio González (2008) expresa lo siguiente:




    Ese mismo espíritu de interés general de España también derivan las leyes de armonización que prevé el artículo 150.3 y la facultad de coacción que se atribuye al Gobierno para adoptar las medidas necesarias para obligar a una comunidad autónoma al cumplimiento forzoso de las obligaciones que le impone la Constitución o las leyes, o para la protección del interés general. (p. 249).




    Si bien esa investigación se centra en la relación entre el gobierno español y las comunidades autónomas, el mismo hace referencia a que a lo interno del gobierno deben respetarse los principios de buena gobernanza, al respecto González (2008) concluye que, conforme a la ley española, las entidades:




    Ajustarán su actividad en sus relaciones con otros órganos de la misma o de otras Administraciones a los principios establecidos en el artículo 4.1 de dicha Ley, y la coordinarán con la que pudiera corresponder legítimamente a éstos, pudiendo recabar para ello la información que precisen. (p. 258)




    Desde la perspectiva de la investigadora, el principio de coordinación no sólo se debe ver de cara a la actuación a lo interno de la administración, sino que es un principio que facilita la relación de los ciudadanos con la administración, sin embargo, cuando se está frente a relación de jerarquía institucional, la coordinación pasa a un segundo plano.




    En conclusión, si bien existen varios estudios en relación con la aplicabilidad de lo principios de unidad, coordinación y leal institucional, estos se refieren a sistemas organizacionales descentralizados o federales. En ese sentido, la investigadora no ha identificado casos similares a los que la investigación aborda, es decir procesos en el que la misma administración pública sea demandante y demanda, de igual modo, con base en los hallazgos preliminares, no se ha podido identificar estudios del impacto que tendría una decisión al respecto, tampoco sobre lo qué sucedería con los terceros que hayan sido beneficiados de las decisiones.




    1.5.2 Marco Conceptual de la Investigación




    Para fines de esta investigación la Administración Pública es el conjunto de entes y órganos que administran el Estado, con actuaciones limitadas entre sí, conforme al ámbito de la competencia que le atribuya la ley.




    La referencia a los principios de la Administración Pública estará limitados aquellos fundamentos que deben ser observados en la interacción de los entes y órganos, tales como: Principios de Unidad, Leal, Coordinación Institucional y Subordinación Jerárquico.




    De igual modo, la palabra impugnación tendrá la significación de recurso que se incoa en contra de un acto administrativo, sea en sede jurisdiccional, es decir los tribunales o en sede administrativa, sean propios o impropios.




    El vocablo licitación se refiere al proceso de contratación de contratación pública competitivo que convoca a presentar oferta a los interesados que cumplen con los requisitos establecido en el pliego de condiciones.




    De igual modo, el Tribunal Superior Administrativo es el órgano del Poder Judicial con facultad para conocer los recursos contra los actos de la Administración Pública en la República Dominicana.




    La Dirección General de Contrataciones Públicas de la República Dominicana fue creada mediante la Ley No.340-06, con las facultades de dirigir el sistema de compras y contrataciones del Estado dominicano y con facultad de conocer los recursos que presenten los interesados y oferentes en esos procesos en contra de las decisiones de los entes y órganos de la administración pública indicado en el alcance de la legislación, entre los que se encuentran todos los ministerios, incluidos el Ministerio de Educación.
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